PROYECTO DE COMUNICACIÓN
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo arbitre las medidas necesarias para derogar el Decreto Nº 2557, del 24 de octubre de 2005, cumpliendo con lo establecido por la Ley Nº 10.582 y sus modificatorias Nº 10.797 y 11387, por las que se dispuso la liquidación del ex Banco Provincial de Santa Fe, garantizando al personal del ex banco reubicado, la aplicación del régimen laboral establecido en el Convenio Colectivo del Sector Bancario, como establece al Artículo 13 de la Ley Nº 11.387.

Señor Presidente:

En un proyecto que manifestaba nuestra preocupación ante la información de que el Poder Ejecutivo pretendía ignorar lo ordenado por las leyes de privatización del ex Banco de Santa Fe, en relación con el tratamiento laboral ofrecido como opción al personal de la institución, decíamos:

“Entre las calamidades resultantes de la liquidación del Banco Provincial de Santa Fe, previo simulacro de creación de una sociedad del estado, se encuentra la situación a que se ha llevado al personal del banco.

A la pérdida del legítimo derecho a continuar su carrera bancaria y a la marginación a que han sido sometidos creando situaciones laborales conflictivas por no estar insertos en el escalafón de los organismos en los que han sido reubicados, se suma el incumplimiento de los mandatos de la ley, no respetando su encuadramiento en el Convenio Colectivo del Personal Bancario. 

Creemos que estas situaciones merecen ser consideradas a efectos de evitar mayores perjuicios a los ya sufridos, pero fundamentalmente por actuar conforme a los mandatos de la ley.”

El proyecto que presentamos, cuyo texto, en su esencia, es igual al presente, fue aprobado por esta Cámara, sin modificaciones, el 11 de noviembre de 2004, y notificado al Poder Ejecutivo el 18 del mismo mes y año.
Nuestra advertencia no ha sido considera, y el Poder Ejecutivo, un día después de que la sociedad diera con claridad su opinión sobre la marcha del gobierno, ha dictado el Decreto Nº 2.557, por el cual se ignoran los compromisos en que se fundamentaron las opciones ofrecidas por la Provincia y aceptadas por los empleados que fueron dejados sin trabajo en su lugar natural al vaciar y vender el banco.
Nos encontramos entonces frente a una clara situación en la que la Provincia “ofrece” una alternativa incluida en una ley que ella misma propuso y aprobó, y la aceptación de la oferta por parte de muchos de los ex empleados. Un acuerdo de partes de estas características reúne los requisitos de un contrato, y si una de las partes lo incumple por decisión unilateral, habilita a la otra a reclamar las reparaciones administrativas y judiciales.
Existen sobrados ejemplos en la Provincia de promoción de juicios, los de la Caja de Jubilaciones y Pensiones son claro ejemplo, cuyos costos aún pagamos, aunque los responsables se hallen impunes y el patrimonio de un reducido grupo de abogados haya crecido significativamente.

Volvemos ha advertir que esta situación de proliferación de juicios se repetirá si el Poder Ejecutivo, y los Señores Legisladores oficialistas, no reflexionan sobre el error que se ha cometido.
Por las razones expuestas, solicitamos a los Señores Diputados la aprobación del presente proyecto.
